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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica


San José, 08 de abril de 2016
Oficio Nº  DJ-AJ-889-2016
Licenciada 
Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Poder Judicial

S.      D.

Estimada señora:

Le remito la respuesta a la consulta realizada, mediante el oficio Nº 247-16, del 11 de enero de 2016, basado en el acuerdo de Consejo Superior en sesión Nº 108-15 del 10 de diciembre del 2015, artículo LXXIV, suscrito por el licenciado Kenneth Aguilar Hernández, Prosecretario General Interino. En el citado oficio se solicita a la Dirección Jurídica emitir estudio e informe al Consejo Superior sobre la gestión presentada por la servidora Lilliana Brenes Brenes, Secretaria de la Fiscalia General de la República, con el visto bueno del licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República.
I. De la  Gestión.
En oficio Nº 247-16, del 11 de enero de 2016, basado en el acuerdo de Consejo Superior en sesión Nº 108-15 del 10 de diciembre del 2015, artículo LXXXIV, suscrito por el licenciado Kenneth Aguilar Hernández, Prosecretario General Interino. 

En el citado oficio se solicita:  
“[…] Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar la gestión anterior a estudio e informe de las Direcciones Jurídica y de Gestión Humana.”
II. Antecedentes: 
Mediante oficio Nº FGR-906-2015 de 3 de diciembre de 2015, la servidora Lilliana Brenes Brenes, Secretaria de la Fiscalía General de la República, con el visto bueno del licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República, remitió la nota Nº 2067-OAPVD-2015, suscrita por la licenciada Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima; que dice:
“… se gestione ante el Consejo Superior la autorización para que se realice el estudio correspondiente, a efectos de que se reconozca el pago por el rubro del riesgo al que estamos expuestos/as los y las servidores judiciales que laboramos para la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito (en adelante OAPVD). 

Como es de su conocimiento, desde el 2009 cuando entró en vigencia la Ley 8720, la dinámica de la oficina se vio modificada tanto a nivel administrativo como operacional, generando diversas condiciones y  situaciones vulnerables para el personal tanto profesional como de apoyo que labora para la OAPVD. 

Dichas situaciones se pueden enmarcar en el siguiente detalle: 

Visitas domiciliarias: Con la finalidad de brindar los servicios y en virtud de las condiciones de vulnerabilidad que puedan presentar las personas usuarias, el personal de la OAPVD realiza visitas domiciliarias (profesionales y chóferes). Muchas de éstas se dan en  zonas de alto riesgo social  e incidencia criminal (donde no sólo está presente el riesgo de ser víctima de un delito, sino también de la mordedura de animales, persecución por parte de personas del lugar, e inclusive amenazas y disparos con armas de fuego) lo que coloca en riesgo la integridad  física  de todo el personal que participa en estas actividades. Aunado a esto, durante las visitas domiciliarias no solamente se exponen al riesgo existente de las comunidades, sino también a la situación por la cual la persona protegida (o los que no han aceptado la protección, por lo cual están en Atención y dentro de zonas dictaminadas por el equipo interdisciplinario como de peligro) está siendo amenazada.

Visitas a zonas indígenas: Donde por las características de su ubicación geográfica y estado de las vías de transporte, se genera una condición de riesgo para el personal,  a lo cual se suman otros factores naturales tales  como  posibles picaduras de serpientes, derrumbes e inundaciones. Además, debido a las actividades que se realizan, hay posibilidad de que se presenten disputas entre los mismos miembros de la comunidad.  

Atención de personas con antecedentes policiales, penales, fármaco dependientes o con antecedentes psiquiátricos: Lo cual evidentemente pone en condición de riesgo al personal, en razón de su tendencia a quebrantar el ordenamiento jurídico; de hecho en algunos casos se han presentado hurtos contra bienes patrimoniales del personal, cuyas denuncias se presentaron en las respectivas instancias judiciales. Algunas de estas personas inclusive se han presentado armadas al despacho.

Asimismo, la atención de personas con antecedentes de fármaco dependencia y pacientes con antecedentes psiquiátricos, con diagnósticos de trastornos mayores, quienes en ocasiones se encuentran en fase de abstinencia o en etapa aguda del trastorno mental, condición en la que se han tornado agresivas y peligrosas.

Casos anaranjados: Se denominan de esta forma los casos que fueron atendidos por el Programa de Protección, se dictaminó por parte del equipo interdisciplinario la existencia de riesgo en perjuicio de la persona, pero siendo que el programa es voluntario, si ésta no quiso acatar las medidas extraprocesales brindadas o bien incumplió o renunció al programa y fue excluido, se les ofrece el Programa de Atención, donde pueden recibir todos los servicios sin tener que someterse a ninguna recomendación. Por este motivo, para poder brindar los servicios, los profesionales se trasladan a lugares que ya han sido identificadas como “zonas de riesgo”, es decir, sitios en donde existe una alta probabilidad de que se generen nuevos eventos de peligro.

Comunicaciones urgentes de resoluciones de exclusión: Cuando no se dispone de personal de la Unidad de Protección del Organismo de Investigación Judicial (UPROV)  para realizar las notificaciones, es necesario que los/as profesionales de la Oficina se trasladen a comunicar a los hogares de las personas protegidas, en muchos casos el domicilio en el cual se generó el conflicto, exponiendo con esto la vida e integridad física del funcionario o funcionaria que se traslada al lugar. 

Valoraciones en los centros penales: Llevadas a cabo por los distintos profesionales, es necesario desplazarse hasta centros penitenciarios, exponiéndose a agresiones por parte de los privados de libertad, ocurrencia de algún motín o algún hecho en menoscabo de la vida de los servidores judiciales que participan en dicha diligencia. Además se reportan casos de personas con un alto perfil delictivo, los cuales han sido entrevistados en las oficinas judiciales con muy poco resguardo de la seguridad para el personal que allí labora.

Manejo de información sensible: Las personas que son atendidas en esta oficina, le brindan a los funcionarios muchos datos personales de importancia, la cual debe ser resguardada con suma confidencialidad, ya que si esta llegara a manos de la persona que la está amenazando se generaría una  agresión contra su integridad física, su vida o la de sus familiares. Esta información, a pesar de que se mantiene en expedientes que no son de acceso para todo el personal, es necesario que los funcionarios que le atienden directamente tengan acceso a ésta para poder cumplir de la mejor manera con los planes de trabajo. Conocer datos tan relevantes como domicilio, números de teléfono, rutinas diarias, exponen al personal de la oficina, mucho más en los casos relacionados con crimen organizado.

Seguro básico en vehículos oficiales: como parte de las funciones encomendadas al personal de la OAPVD está el trasladar víctimas, al no contar los vehículos oficiales con un seguro de riesgo total en caso de accidente o cualquier incidente que afecte la vida o integridad física tanto de las personas usuarias del programa; no existe cobertura. 

Disponibilidad: Al brindar la atención de disponibilidad en horarios nocturnos, horas no hábiles, feriados o fines de semana, donde sólo se cuenta con un oficial de seguridad al ingreso de la oficina judicial, o en el peor de los casos en los edificios alquilados donde el oficial de seguridad es contratado bajo horario administrativo, la funcionaria o funcionario que esté disponible se expone, al atender  sin ninguna otra persona de apoyo en la oficina, con el riesgo de ser atacado por  quienes acuden al despacho durante el período de disponibilidad. Tómese en cuenta lo señalado en el apartado "Atención de personas con antecedentes policiales, penales, fármaco dependientes o con antecedentes psiquiátricos".

Sustracción de bienes patrimoniales a los y las profesionales: se cuenta con antecedentes de sustracción de bienes personales a funcionarias/os por parte de las personas usuarias del servicio, aprovechando momentos en que la persona encargada del caso debe salir a efectuar diligencias propias del mismo, sobre todo en donde sea solo un profesional a cargo del caso y sean horarios no hábiles, feriados o fines de semana.

Funciones propias del cargo: al atender  personas vinculadas con la criminalidad organizada en su condición de víctimas o testigos, han llegado a tener conocimiento (según la estrategia de protección que se requiera para protegerles) sobre la ubicación de nuestras oficinas a lo largo del territorio nacional y los procedimientos que utilizamos. Además se han atendido usuarias y usuarios que incumplen con las medidas extraprocesales o no tienen adherencia al programa, exponiendo las estrategias en las cuales intervienen las personas funcionarias de esta oficina.

Uso y manejo de tarjetas institucionales: en la actualidad uno de los medios de pago de ayudas económicas son las tarjetas de débito institucionales y en ocasiones es necesario retirar dinero de la tarjeta en avanzadas horas de la noche, en cajeros solitarios y oscuros. Se aclara que el rubro de tarjeta es de ¢300.000 por funcionario/a.

Vulnerabilidad en edificios: a pesar de los esfuerzos realizados, actualmente la OAPVD no cuenta con oficinas que resulten en su totalidad seguras, al ser locales alquilados, casas o espacios acondicionados para oficinas.  

Necesidad de fortalecer la seguridad en edificio de sede central: en la actualidad en la Sede central de la OAPVD trabajan más de 50 funcionarios/as, sin embargo se cuenta con solo un oficial que permanece en la puerta de acceso al local, en caso de que se presente una situación de riesgo dentro de las instalaciones, el oficial se vería en la necesidad de abandonar su puesto para movilizarse al lugar del percance y no existe un filtro anterior para evitar que el riesgo llegue hasta la puerta de la oficina.

Extracción, Traslado y Custodia de víctimas, testigos (en ocasiones grupos familiares) y sus bienes (menaje):   en caso de algún evento o situación de riesgo, se debe procurar como objetivo principal la protección de las víctimas y testigos, quedando en segundo plano la protección de los profesionales que acompañan la diligencia, los cuales tienen total desconocimiento de mecanismos de defensa personal. 

Reubicación domiciliaria de personas ingresadas al programa de protección: en aquellos casos en los cuales las personas usuarias del programa de protección son reubicadas de domicilio, para salvaguardar su vida e integridad física, el profesional a cargo del expediente se traslada al lugar, en compañía del medio de transporte contratado para ejecutar el traslado, o en algunas ocasiones, en compañía del compañero chofer de la OAPVD que colabora trasladando las pertenencias de las personas usuarias en una unidad oficial, en la mayoría de ocasiones, el lugar de donde se extraen las pertenencias son sitios peligrosos, con un fuerte índice de criminalidad, lo que pone en riesgo la vida e integridad física del profesional  que visita el sitio y del chofer que le colabora. 

Aunado a ellos en virtud de lo expuesto anteriormente, las funcionarias y funcionarios de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, solicitan de la forma más respetuosa que se realice un estudio que permita analizar el pago por riesgo, incluso de forma retroactiva ante todas las situaciones que afronta a diario todo el personal que labora para este despacho. […]”
III.  Normativa aplicable: 
1.- Normativa aplicable en relación con la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito:  

1.1.- Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás Sujetos Intervinientes en el Proceso Penal, Reformas y Adición al Código Procesal Penal y al Código Penal, Ley Nº 8720 del 04 de marzo de 2009, señala:
“Artículo 1.- Objeto. El objeto de este título es proteger los derechos de las víctimas, testigos y otros sujetos intervinientes en el proceso penal, así como regular las medidas de protección extraprocesales y su procedimiento.”
[…]

“Artículo 3.- Definiciones […] b) Programa de protección: conjunto de operaciones realizadas por el Poder Judicial por medio de la Oficina de Atención a la Víctima del Delito del Ministerio Público, con el fin de garantizar la vida, la integridad física, la libertad y la seguridad de la persona bajo protección.”
[…]

Artículo 6.- Administración del Programa de protección de víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal 
 Corresponde a la Oficina de Atención a la Víctima del Delito del Ministerio Público, dentro de sus funciones de atención y asistencia a todas las víctimas de delitos, administrar el Programa de protección de víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal.

Se crea la Unidad de Protección, como parte de la Oficina de Atención a la Víctima del Delito del Ministerio Público; estará conformada por los equipos técnicos evaluadores que resulten necesarios, los cuales estarán integrados, al menos, por una persona licenciada en Criminología, una persona profesional en Derecho, una persona profesional en Psicología y una persona profesional en Trabajo Social o en Sociología, y un equipo de protección conformado por agentes de seguridad, perteneciente al Organismo de Investigación Judicial (OIJ).

Serán atribuciones de la Oficina de Atención a la Víctima del Delito del Ministerio Público:

a) Elaborar el Programa de protección de víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, en adelante denominado el Programa.

b) Conocer las solicitudes de medidas de protección formuladas por la víctima, los órganos jurisdiccionales, la Fiscalía General de la República, la Defensa Pública, la persona querellante, el OIJ y el Ministerio de Seguridad Pública.

c) Identificar, autorizar, implementar, modificar y suprimir las medidas de protección destinadas a las personas que califiquen para recibir los beneficios del Programa, previo dictamen de los equipos técnicos evaluadores.

d) Coordinar con el Ministerio de Seguridad y otros organismos gubernamentales o no gubernamentales, el establecimiento o uso de los centros de protección necesarios para brindar las medidas a que se refiere la presente Ley.

e) Encomendar, cuando proceda, la ejecución material de las medidas de protección a la unidad o departamento correspondiente del Ministerio de Seguridad Pública y, cuando se trate de testigos privados de libertad, al Ministerio de Justicia.

f) Requerir, cuando el caso lo amerite, a otras instituciones públicas los servicios para el cumplimiento de sus atribuciones; dichas instituciones deberán atenderlas en tiempo y forma, guardando la reserva que el caso requiera, bajo pena de incurrir en responsabilidad.

g) Informar, a las autoridades y a las personas solicitantes de la protección, la modificación o supresión de todas o algunas de las medidas autorizadas.

h) Solicitar la creación de los equipos técnicos evaluadores y de equipos de protección necesarios por razones del servicio.

En lo referente a la realización de peritajes psicosociales a víctimas de delitos sexuales y otras manifestaciones de violencia, independientemente de su edad y sexo; a las víctimas de violencia doméstica, en sede penal, y de violencia en las relaciones de pareja, según la Ley de penalización de la violencia contra las mujeres, debe coordinarse con los equipos interdisciplinarios existentes en el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial.

i) Proponer la celebración de convenios y mantener las relaciones, en los ámbitos a nivel nacional e internacional, con organismos e instituciones públicos o privados, para facilitar el cumplimiento de esta Ley. La Oficina de Atención a la Víctima del Delito del Ministerio Público, coordinará con el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto lo que sea pertinente, por medio del canal oficial correspondiente.

j) Realizar, en el ámbito nacional, campañas permanentes sobre la difusión de los derechos de las víctimas de los testigos.

k) Coordinar con el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, lo referente a la atención de personas menores de edad víctimas de delitos sexuales y otras formas de violencia, para que se incluyan en el programa que existe en dicho Departamento, para la atención de estas personas.

l) Las demás atribuciones que le señalen esta Ley y su Reglamento.

El Reglamento regulará y definirá el tipo de medidas de protección.

2.-  Normativa aplicable en relación con el pago por riesgo: 

2.1.-  Ley de Salarios del Poder Judicial, Ley Nº 6801, en lo que interesa señala: 
“Artículo 5.- Los aumentos previstos en la escala, que se produzcan con motivo de las asignaciones de clases o de las reasignaciones que sean necesarias y los que pudieren producirse por salarios adicionales o sobresueldos, estarán sujetos a las disponibilidades presupuestarias.”
“Artículo 6.- Si por estar en curso el año económico no fuere posible hacer efectivos los aumentos y reasignaciones, lo serán en el presupuesto el año siguiente.”
2.3.- Las Normas para el reconocimiento del Plus Salarial por Riesgo, aprobadas en Acuerdo de Consejo Superior Nº 31-2010 del 06 de abril del 2010, Artículo XLVI, las cuales mencionan: 
“Artículo 1.-  Definición del riesgo: Se entenderá como “Riesgo” todos aquellos factores, actividades, situaciones o acciones propias del trabajo que presentan la probabilidad de la ocurrencia de un daño ocupacional, cuyas consecuencias son impredecibles  para el servidor.
Artículo 2:- Para solicitar a este incentivo los servidores deben cumplir con los siguientes requisitos:
Que los actos y condiciones consideradas como riesgosas sean las que se especifican en el instrumento que regula la concesión del riesgo.
 
Que las condiciones identificadas como riesgosas no sean consecuencia del desacato a las normas de seguridad e higiene ocupacional, requeridas para el desarrollo de las actividades que ejecuta el servidor.
 
Artículo 3.- Instrumento regulador del plus salarial por riesgo:
Los puestos deben ser evaluados a la luz de los “actos y condiciones” así como de las “actividades” estipuladas en el siguiente instrumento, nunca de forma independiente o relacionada con otras actividades que están excluidas. 

 […]”
Nota: Los grados A, B, C y D y los porcentajes respectivos, para el reconocimiento de plus salarial por “Riesgo”, fueron tomados del Acta de Consejo Superior Nº 70-15 del 04-08-2015, Artículo XXI, los cuales, según se indica, son los vigentes al día de hoy.
	GRADO A

	Porcentaje 10%

	ACTOS Y CONDICIONES
	ACTIVIDADES / CAMPOS DE ACCIÓN

	1. Labores riesgosas  de inteligencia, las cuales implican un trabajo directo, continuo y frecuente con sospechosos o delincuentes, o el desplazamiento a lugares donde pueden  formarse grupos delictivos, existiendo situaciones de riesgo fuera de control.
	a)  Incursionar en lugares donde pueden gestarse grupos informales para la comisión de ilícitos.
b) Ingresar en ambientes  incontrolados, donde  normalmente el motivo para entrar es de orden represivo, lo cual genera mayor dificultad para controlar la totalidad de variables existentes.
c) Realizar infiltraciones y seguimientos.

	 
2. Relación directa, continua y frecuente con sospechosos o delincuentes, que involucran condiciones de difícil control.
 
	 
a) Custodiar y trasladar detenidos desde y hacia los centros penitenciarios,  celdas o despachos judiciales.
b)  Revisión corporal.
c) Utilización del arma de fuego como medio de defensa, seguridad o intimidación, cuando sea estrictamente necesario en el cumplimiento del deber.
 


	GRADO  B

	Porcentaje 5%

	ACTOS Y CONDICIONES
	ACTIVIDADES / CAMPOS DE ACCIÓN

	1. Participar en una o varias etapas del proceso  penal (preparatoria, intermedia, juicio, impugnación o ejecución) desempeñando un rol de acusador, juzgador o defensor de personas  que han cometido delitos.
	a) Realizar la investigación preliminar.
b) Ejercer la dirección funcional de la Policía Judicial.
c) Fungir como ente acusador.
d) Resolver conflictos derivados de los delitos  tipificados  en el Código Penal.
e) Dictar sentencias en las cuales se impone una pena a un individuo que se ha comprobado que ha cometido un delito.
f)  Ordenar la ejecución de diferentes actos procesales y procedimientos necesarios para el efectivo desarrollo del proceso penal.
e) Llevar a cabo la defensa  técnica de individuos acusados de haber cometido un hecho delictivo.
 

	2. Labores riesgosas de citación, notificación y cualquier comunicación judicial.
	a) Entrega de citaciones, notificaciones y cualquier comunicación judicial.
 
 


	GRADO  C

	Porcentaje 5%

	ACTOS Y CONDICIONES


	ACTIVIDADES / CAMPOS DE ACCIÓN

	1. Trabajo continuo y frecuente con sustancias químicas lo cual provoca una mayor probabilidad de que éstas sean absorbidas por la piel, el aparato respiratorio y el digestivo, produciendo enfermedades profesionales. (factor de riesgo químico).

	Manipulación continúa y frecuente de sustancias químicas.

	2. Labores continuas y frecuentes con agentes portadores de virus o bacterias con mayor probabilidad de contraer  enfermedades contagiosas. (factor de riesgo biológico). 
	Manipulación continua y frecuente de fluidos biológicos y la utilización de instrumental quirúrgico y punzocortante.

	3. Sujetar y manipular (Interacción física directa) al sospechoso de un ilícito bajo ambientes controlados, sin responsabilidad directa de su detención o custodia.
	Toma de huellas dactiloscópicas.

	4. Trabajo continuo y frecuente en vigilar  y brindar seguridad a personas, instalaciones y bienes de la Institución. Así como la custodia de edificios, equipo de trabajo, materiales y otras pertenencias del Poder Judicial o bajo su custodia. 
	Vigilar y brindar seguridad.

	5. Excluye los casos donde la ausencia de medidas de seguridad, procedimientos y condiciones adecuadas sean las causas que originan los riesgos.
	 
 
 


	GRADO  D

	No corresponde el porcentaje de riesgo
por no presentar los puestos los actos, condiciones y actividades tipificadas en los grados A, B y C de este instrumento,
o bien porque con las medidas  y equipo de seguridad apropiados se controla el riesgo.

	ACTOS Y CONDICIONES
	ACTIVIDADES / CAMPOS DE ACCIÓN

	1. Ausencia de relación física directa con  delincuentes.
	a.-  No existe relación física directa con los sospechosos de ilícitos, de existir la misma se llevará a cabo en su más mínima expresión, disponiendo de medidas e implementos de control y seguridad adecuados y suficientes.



	2. Alta eficiencia y eficacia de las medidas de seguridad, aunado a condiciones y procedimientos adecuados.
	a.-  Mínima probabilidad de contagio en virtud de una mayor efectividad de las medidas de control e implementos de seguridad.
b.-   Mínima probabilidad de ocurrencia de un accidente laboral.



	3. Labores de carácter administrativo ejecutadas en condiciones ambientales adecuadas.
 
	a. Las actividades sustantivas del puesto son  de carácter administrativo y no hay posibilidad de contraer daños ocupacionales por la manipulación continua de sustancias químicas, fluidos biológicos, instrumental quirúrgico punzo cortante y por la relación directa y continua con delincuentes o sospechosos.

	4. Puestos considerados dentro de los estratos superiores de carácter administrativo, ejecutivo o gerencial, en los que su remuneración incluye los diversos factores y características del cargo.
	a. Las actividades sustantivas del puesto son  de carácter administrativo, ejecutivo y gerencial y no hay posibilidad de contraer daños ocupacionales por la manipulación continua de sustancias químicas, fluidos biológicos, instrumental quirúrgico punzo cortante y por la relación directa y continua con delincuentes o sospechosos.


“[…]
Artículo 5:-  La existencia de actividades de naturaleza riesgosa, será determinada mediante estudio técnico realizado por la Sección de Análisis de Puestos del Departamento de Gestión Humana, previa solicitud escrita del interesado a la cual deberá de adjuntar el cuestionario de riesgo en el que se  detallan  las actividades o tareas riesgosas; asimismo la solicitud debe contar con la autorización de su superior inmediato y cumplir con los requisitos estipulados en el artículo segundo anterior.
 […]
Artículo 8:-  La fecha de rige para el pago del incentivo dependerá de la disponibilidad presupuestaria y del momento en que el Consejo Superior de la aprobación.
[…]”
 IV.- Antecedentes sobre la concesión de riesgo en el Poder Judicial: 
1.-    Sesión ordinaria del Consejo de Personal celebrada a las ocho y treinta horas del doce de enero de dos mil doce, Sesión Nº 01-2012, artículo IV, el cual señala: 
“[…] 2.1. El plus salarial por riesgo lo viene reconociendo la institución desde el año 1991, cuando a través del estudio CV-016-91 se otorga un 5% por concepto de peligrosidad a los puestos de Médicos de la Sección de Patología Forense; así como a los Asistentes de Laboratorio, Microbiólogos y Químicos, dicho reconocimiento se otorgó por la similitud de algunas tareas de estos puestos con los de la Caja Costarricense de Seguro Social, misma que deriva del peligro por contagio. 

2.2. En el año 1992 producto de una negociación de la Corte Plena con los Investigadores del Organismo de Investigación Judicial, se resolvió conceder un sobresueldo de 20% a esos puestos, dicho sobresueldo se reconocía por las particularidades de la actividad laboral, a fin de compensar el riesgo, la disponibilidad y la variación de jornada, asimismo en ese acuerdo queda claramente establecido que ese era un plus salarial únicamente para los puestos de investigador, mientras se mantuvieran como tales y que cesaría cuando cambiaran de actividad; todo lo anterior fue aprobado por Corte Plena en la sesión celebrada el 19 de octubre de 1992 en el artículo XXX. 

2.3. No obstante lo anterior, a partir del año 1994, la concesión del plus salarial por riesgo se fue reconociendo a través de estudios técnicos o bien por acuerdos del Consejo Superior, algunos de estos puestos fueron los siguientes: 

 Auxiliar de Cárcel 

 Citador de Cárcel y Tribunal Penal 

               Agente tutelar de Menores 

 Chofer de Transporte de Detenidos 

 Chofer de Ambulancia 

 Chofer de Magistrados 

 Chofer de Proveeduría 

 Comprador de Proveeduría 

 Fotógrafo Criminalístico 

 Jefe del Laboratorio de Fotografía y Audiovisuales. 

 Guarda 

 Médicos 

 Psicólogos Clínicos 

 Odontólogos. 

2.4. Debido a la variedad de puestos a los cuales se les venía reconociendo el plus salarial de riesgo, así como a la mala interpretación que se hacía de los porcentajes otorgados (5,10 ó 20%) y a la proliferación de gestiones para el reconocimiento de este porcentaje, el Consejo de Personal en la sesión celebrada el 26 de junio de 1997, artículo V, le solicitó al Departamento de Personal, la revisión integral de la política de riesgo. 

2.5. En atención de lo dispuesto por el Consejo de Personal, la entonces Sección de Clasificación y Valoración de Puestos rinde el informe CV-423-97-12 en el que se hace un análisis integral de la política de riesgo y vacaciones profilácticas; como resultado del mismo, se crea una herramienta compuesta de características y condiciones que debían cumplir los puestos a fin de hacerse acreedor al incentivo por riesgo; en el citado informe se recomendó entre otros aspectos lo siguiente: 
 “7.1 Sobre los términos riesgo y peligrosidad. Se recomienda la eliminación del uso diferenciado de los términos riesgo y peligrosidad, pasando a utilizar en forma genérica el término riesgo cuya definición sería la siguiente: “Todos aquellos factores, actividades, situaciones o acciones propias del trabajo que presentan la probabilidad de la ocurrencia de un daño ocupacional, cuyas consecuencias son imprevisibles para el servidor.” 

2.6. Con respecto al tema de riesgo, la Sección de Clasificación y Valoración de Puestos, realizó también el informe adicional CV-387-98(1), en el cual se hacen algunas modificaciones al instrumento de riesgo propuesto en el estudio CV-423-97, con la finalidad de lograr una mejor interpretación y uso del mismo. 
2.7. Posteriormente en el año 2004, el Consejo Superior en la sesión Nº 28-04, celebrada el 22 de abril del 2004, artículo XXXVII dispuso que nuestro departamento llevara a un nuevo estudio sobre la política de sobresueldo por riesgo. 

1 Aprobado por el Consejo Superior, en la sesión del 12 de agosto de 1999, artículo LXVII. 

2.8. En acatamiento de lo anterior, la Sección de Análisis de Puestos del Departamento de Personal, elabora el informe SAP-179-2008 denominado “Revisión de la política actual de riesgo”, de la revisión de antecedentes que se lleva a cabo en el citado informe, se determina que la institución ha pretendido tutelar básicamente dos tipos de riesgos, el físico que se origina producto de la detención, custodia, y requisa de delincuentes, y el riesgo por contagio producto de la manipulación de sustancias químicas o fluidos corporales. Asimismo en el referido estudio se determinó que la aplicación que se había venido haciendo a dicho plus salarial no era la correcta, dando paso a que otros puestos que no presentaban las características que tipificaba dicho instrumento se les reconociera el incentivo, en unos casos porque así lo ha autorizado el Consejo Superior y en otros porque lo han ganado vía judicial, Es así entonces que en el informe SAP-179-2008, se recomienda a los órganos superiores entre otros aspectos, que se elimine el incentivo salarial de riesgo a aquellos puestos que no cumplieran con las características tipificadas en el instrumento regulador del plus, también se crea una normativa con el fin de que regule la concesión de ese incentivo salarial. 

Por otra parte, es dable mencionar que producto del estudio realizado, se determinó que el plus salarial por riesgo se iba a reconocer a los puestos de Jueces y Fiscales, siempre y cuando la materia que conozcan sea la penal, lo anterior, porque del análisis efectuado en el citado informe, se determinó que los cargos que están expuestos a un mayor grado de riesgo, son los que se dedican a atender ese tipo de materia, básicamente por tres aspectos: 

 por el tipo de población con la cual deben de trabajar, es decir, delincuentes o sospechosos de haber cometido un hecho ilícito, lo que hace suponer que son personas que han perdido el respeto por las leyes y por la vida. 

 El tipo de asuntos que les competen resolver, pues entre las ramas del Derecho, la parte Penal es la más represiva; ya que restringe el derecho más importante del ser humano “la libertad”, y es precisamente en este aspecto donde estriba la otra diferencia con respecto al resto de materias. 

 Las implicaciones que conlleva la sentencia que emiten en donde por lo general lleva consigo la privación de libertad de una persona. 

El informe SAP-179-2008 fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión Nº 31-10, celebrada el día 6 de abril del año 2010, artículo XLIV. III. Sobre la normativa que tutela la concesión del plus salarial por riesgo: 
Tal y como se indicó en el apartado anterior, con el informe SAP-179-2008, se crea una normativa con el fin de que la misma venga a regular la concesión del dicho incentivo salarial […]”
V.- Criterio:
El Poder Judicial cuenta con Normas para el reconocimiento del Plus Salarial por Riesgo, aprobadas en acuerdo de Consejo Superior Nº 31-2010 del 06 de abril del 2010, Artículo XXXVI.   En este instrumento normativo se indica que, “Riesgo” son todos aquellos factores, actividades, situaciones o acciones propias del trabajo que presentan la probabilidad de la ocurrencia de un daño ocupacional, cuyas consecuencias son impredecibles  para la persona servidora. Para solicitar dicho incentivo, los actos considerados como riesgosos deben ser los que se especifican en el instrumento que los regula. Además, que las condiciones consideradas como riesgosas no sean consecuencia del desacato a las normas de seguridad e higiene ocupacional.
En el oficio Nº FGR-906-2015 de 3 de diciembre del 2015, que contiene la nota Nº 2067-OAPVD-2015 suscrita por la Licda. Sara Arce, se expone que con la entrada en vigencia de la Ley Nº 8720, se modificó la dinámica (tanto administrativa como operacional) de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito (en adelante OAPVD). Esto generó diversas condiciones y situaciones para el personal (profesional y de apoyo) que labora en esa oficina. En dicho oficio se detallan las actividades o tareas riesgosas, el cual fue remitido mediante el supra indicado oficio de la Fiscalía General de la República, acreditando así el visto bueno del Lic. Jorge Chavarría Guzmán.  

         Tomando como referencia las  Normas para el reconocimiento del Plus Salarial por Riesgo, aprobadas en acuerdo de Consejo Superior (antes citadas), y considerando lo señalado en el oficio suscrito por la Licda. Sara Arce, en el que se señala que el personal judicial de la OAPVD  esta expuesto a un mayor grado de riesgo, en vista de que se dedican a atender personas en situaciones vulnerables, en las que para salvaguardar la vida e integridad física de las personas protegidas, se pone en riesgo la vida de la persona profesional a cargo.  Al respecto, se observa lo siguiente:
a) Los profesionales y chóferes realizan visitas domiciliarias a zonas de alto riesgo, donde no solo se están en peligro de ser víctimas de un delito, sino que también están expuestos a las mordeduras de animales, a la persecución por parte de las personas del lugar, amenazas y disparos con armas de fuego.

b) Por las características de la ubicación geográfica y el estado de las vías de transporte, las visitas a zonas indígenas, generan diferentes condiciones de peligro tales como: derrumbes, inundaciones, picaduras de serpientes y hasta la disputa entre los miembros de la comunidad.

c) La atención de personas con antecedentes policiales, penales, psiquiátricos o fármaco dependientes, pone en riesgo al personal, donde inclusive, estas personas se han presentado armadas al despecho y en algunos casos se han presentado hurtos contra bienes patrimoniales del personal.

d) Los casos anaranjados, son los casos que fueron atendidos por el Programa de protección, pero siendo que el programa es voluntario y si la persona no quiso acatar las medidas extraprocesales, o bien incumplió renunciar al programa, para poder brindar los servicios, los profesionales se trasladan a lugares que ya han sido identificadas como “zonas de riesgo”, es decir, sitios en donde existe una alta probabilidad de que se generen nuevos eventos de peligro.

e) Cuando no se dispone de personal de la Unidad de Protección del Organismo de 
Investigación Judicial,  para realizar las notificaciones, es necesario que las personas profesionales de la Oficina, se trasladen a comunicar a los hogares de las personas protegidas, en muchos casos el domicilio en el cual se generó el conflicto, exponiendo con esto la vida e integridad física del funcionario o funcionaria que se traslada al lugar.  

f) Para hacer las valoraciones en los centros penales, exponiéndose a agresiones por parte de los privados de libertad, ocurrencia de algún motín o algún hecho en menoscabo de la vida de los servidores judiciales.

g) Entrevistar a personas con un alto perfil delictivo, en las oficinas judiciales con muy poco resguardo de la seguridad para el personal que allí labora.

h) Resguardar información de suma confidencialidad, ya que  se conocen datos relevantes como domicilio, número de teléfono, rutinas diarias, las cuales exponen al personal de la oficina, mucho más en los casos relacionados con el crimen organizado.

i) Al trasladar víctimas en los vehículos oficiales, y no contar con un seguro de riesgo total, en caso de accidente o cualquier incidente que afecte la vida o la integridad física tanto de las personas usuarias del programa, como la de las y los servidores judiciales, no existe cobertura.

j) En los edificios alquilados donde el oficial de seguridad es contratado bajo horario administrativo, el personal judicial que esté disponible se expone, al atender (a personas con antecedentes policiales, penales, fármaco dependientes o con antecedentes psiquiátricos) sin ninguna otra persona de apoyo en la oficina, con el riesgo de ser atacado por quienes acuden al despacho durante el período de disponibilidad.

k) Las personas vinculadas con la criminalidad organizada en su condición de víctimas o testigos, han llegado a tener conocimiento de la ubicación de nuestras oficinas a lo largo del territorio nacional y los procedimientos que utilizamos, exponiendo a las personas funcionarias de esta oficina.

l) La OAPVD no cuenta con oficinas que resulten en su totalidad seguras, al ser locales alquilados, casas o espacios acondicionados para oficinas. 
m) En la actualidad,  la Sede Central de la OAPVD cuenta con un oficial que permanece en la puerta de acceso al local, en caso de que se presente una situación de riesgo dentro de las instalaciones, el oficial se vería en la necesidad de abandonar su puesto para movilizarse al lugar del percance y no existe un filtro anterior para evitar que el riesgo llegue hasta la puerta de la oficina.

n) El personal de la OAPVD no tiene conocimiento en mecanismos de defensa personal.

ñ)  En los casos en que las personas usuarias del programa de protección son reubicadas de domicilio,  el chofer de la OAPVD colabora trasladando las pertenencias de las personas usuarias en una unidad oficial, siendo que los lugares de donde se extraen las pertenencias, son sitios peligrosos, con un fuerte índice de criminalidad; lo que pone en riesgo la vida e integridad física del profesional  que visita el sitio y del chofer que le colabora.
De conformidad con las razones antes señaladas, las cuales tienen sentido lógico y por supuesto que tienen algún grado de probabilidad derivada de la labor realizada por el personal de la OAPVD, la Dirección Jurídica considera que las actividades mencionadas por la señora Sara Arce, están comprendidas dentro de la definición de riesgo indicada en el acta del Consejo Superior Nº 31-2010 del 06 de abril del 2010, Artículo XXXVI; ya que de la realización de ellas podría ocurrir un daño ocupacional con consecuencias impredecibles para la persona servidora judicial que las realice, ya sea por ser factores, actividades, situaciones o acciones propias del trabajo, tal y como se señala en el artículo 1 de las Normas para el reconocimiento del Plus Salarial por Riesgo.
 Ahora bien, la determinación concreta del posible riesgo corresponde al trabajo de campo a cargo de la Sección de Análisis de Puesto de la Dirección de Gestión Humana. 
Por último, y en cuanto a la solicitud de pago retroactivo,  en virtud del reconocimiento del Plus salarial para el personal que labora en esa Oficina,  debe mencionarse que el artículo 8 de las Normas para el reconocimiento del plus salarial aprobado por el Consejo Superior, en sesión del 6 de abril de 2010, artículo XLIV, expresamente dispone que “la fecha de rige para el pago del incentivo dependerá de la disponibilidad presupuestaria y del momento en que el Consejo Superior de la aprobación.” 
IV.  Conclusiones: 
Por todo lo antes señalado la Dirección Jurídica concluye lo siguiente: 

1.- Las razones expresadas por la Licda. Sara Arce en nota Nº 2067-OAPVD-2015,  comprendidas en el oficio Nº FGR-906-2015 de 3 de diciembre del 2015, que cuenta con el visto bueno del Fiscal General de la República Lic.  Jorge Chavarría Guzmán,  tienen sentido lógico y por supuesto que tienen algún grado de probabilidad derivada de la labor realizada por el personal de la OAPVD,  por eso la Dirección Jurídica considera que las actividades mencionadas, sí están comprendidas dentro de la definición de riesgo indicada en el acta del Consejo Superior Nº 31-2010 del 06 de abril del 2010, Artículo XXXVI;  porque de la realización de ellas podría ocurrir un daño ocupacional con consecuencias impredecibles para la persona servidora judicial que las realice, ya sea por ser factores, actividades, situaciones o acciones propias del trabajo, tal y como se señala en el artículo 1 de las Normas para el reconocimiento del Plus Salarial por Riesgo.
2.-  Conforme a lo  dispuesto en las Normas para el reconocimiento del Plus Salarial por Riesgo, la Sección de Análisis de Puesto de la Dirección de Gestión Humana, es la oficina competente para realizar el estudio técnico, para determinar la existencia de actividad de naturaleza riesgosa y la fijación del porcentaje a reconocer.

3.- En el supuesto de que la Sección de Análisis de Puestos considere que las actividades realizadas por el personal de la OAPVD deben ser recompensadas con el incentivo salarial de riesgo a aquellos puestos que cumplan con las características tipificadas en el instrumento regulador del Plus, la Dirección Jurídica considera que no procede reconocerlo en forma retroactiva, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 8 de las Normas para el reconocimiento del plus salarial aprobado por el Consejo Superior, en sesión del 6 de abril de 2010, artículo XLIV, que expresamente indica que “la fecha de rige para el pago del incentivo dependerá de la disponibilidad presupuestaria y del momento en que el Consejo Superior de la aprobación.” 
 4.- De conformidad con el artículo 5º de la Ley de Salarios del Poder Judicial, el reconocimiento del plus de riesgo propuesto en este informe a los puestos indicados, quedará sujeta a la disponibilidad presupuestaria de la institución; además de que en apego al numeral 6º de la misma norma jurídica, debe condicionarse al período fiscal en que el cambio sea posible aplicarlo.
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